                                                                     Radicado No.: 660013187001 2009 14586 00

Sentenciado: James Mauricio Martínez Castaño

Asunto: Apelación de auto que no concede sustitución de prisión intramural

                                                                                                                              Decisión: Revoca

 SHAPE 


 


[image: image1]TRIBUNAL SUPERIOR 

DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado  Ponente

LEONEL ROGELES MORENO

Pereira, treinta (30) de julio de dos mil diez (2010).

Hora: 8: 00 a. m.

      Aprobado por Acta No. 485

Radicación:                   660013187001 2009 14586 00

Sentenciado:                 James Mauricio Martínez Castaño     
     

Ofendida:                       Leydi Marcela Osorio Murillo             

Conducta punible:        Hurto calificado

Procedencia:                 Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad

Asunto:                            Apelación contra auto que no concede sustitución de la prisión intramural

 ASUNTO

Desata la Sala el recurso de apelación interpuesto por el interno James Mauricio Martínez Castaño, contra el auto mediante el cual el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira no le concedió la sustitución de la prisión intramural por la domiciliaria, mediante mecanismo de vigilancia electrónica establecido en el artículo 50 de la ley 1142 del 2007 y reglamentado por los decretos 177 de 2007 y 1316 de 2008.

ANTECEDENTES

El recurrente fue condenado por el Juzgado Primero Penal Municipal de Dosquebradas el día 26 de mayo de 2009, a la pena principal de cuarenta y ocho (48) meses de prisión, como autor responsable de la conducta punible de hurto agravado,  al  atentar  contra  el   patrimonio  económico  de  Leydi  Marcela  Osorio 

Murillo. El fallador de instancia estimó pertinente no suspender condicionalmente la ejecución de dicha pena, por ello el 17 de julio del 2009 el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, habiendo avocado el conocimiento del asunto, diligenció la respectiva boleta de detención -No. 182- con destino al establecimiento carcelario “La 40” de la ciudad de Pereira, con el propósito de que el señor Martínez Castaño purgara su sanción en este centro de reclusión, como efectivamente se ha venido haciendo hasta hoy.

En el primer mes del año que transcurre, el juzgado ejecutor, a solicitud del sentenciado, le concedió redención de pena en la cantidad de 28 días, en razón, a la buena conducta -certificado de calificación de conducta No. 565047- y horas de estudio acreditadas por el interno -certificado de cómputos por trabajo y/o estudio No. 188972-.

Posteriormente, el señor James Mauricio solicitó al juzgado de penas la sustitución de la prisión intramural por la domiciliaria e indicó que en el evento en que se le otorgase, la cumpliría en la casa 14 del barrio Venus II de la localidad de Dosquebradas, teléfono 343 46 08, en donde sería recibido por la señora María Belén Castrillón. A su turno, ella manifestó al juzgado que aceptaba al interno en su domicilio. 

Con ocasión de la petición impetrada, el centro de servicios administrativos de los juzgados de ejecución de penas y medidas de seguridad de Pereira, en oficio No. 350, le ordenó certificar al Director de la Cárcel Distrital si la residencia ubicada en la casa 14 del barrio Venus II de la ciudad de Pereira está o no dentro de la cobertura que permite el monitoreo del dispositivo que habría de implantarse en caso de decisión favorable al reo. El Director respondió que según lo informado por el ingeniero coordinador del Proyecto de Vigilancia Electrónica del eje cafetero de la Empresa GENSA, el inmueble no es apto, ya que la dirección es incompleta y no se puede determinar si se encuentra o no dentro del área de cubrimiento que permite el rastreo del mecanismo de vigilancia electrónica. 

DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

El juzgado decidió no conceder la sustitución de la prisión por la domiciliaria basándose exclusivamente en el oficio No. 616-EPMSCPEI-DIR-0391 expedido por el Director de la Cárcel Distrital, en el que como se indicó precedentemente, él consideró que el domicilio del señor Martínez Castaño no es apto, en tanto la dirección es incompleta, y de esa manera no pudo determinar si el lugar tiene o no la cobertura necesaria para el dispositivo a instalar. Así las cosas, el a quo estimó que no se hacía necesaria la realización de la visita socio-familiar por parte de la trabajadora social a la residencia del penado, por cuanto ésta no se puede ubicar. Por ello concluye que no es posible hacer un pronunciamiento de fondo, pero además, tampoco acceder a lo solicitado puesto que el interno no cumple a cabalidad con los parámetros exigidos para la utilización del mecanismo de vigilancia electrónica. En igual sentido se pronunció al resolver el recurso de reposición que interpuso el interno contra el auto interlocutorio que negó su petición.

IMPUGNACIÓN

El señor James Mauricio interpone directamente el recurso de reposición y en subsidio el de apelación, en el que manifiesta su inconformidad con el proveído emitido por el juzgado, ratifica la dirección de su residencia para que ésta pueda ser ubicada -manzana 8 casa 14 barrio Venus II del municipio de Dosquebradas, teléfono 343 46 08-, e indica que está  gravada con patrimonio de familia, y que tal condición se puede verificar en la escritura pública. 

Argumenta además, que a su residencia nunca llegó la visita técnica por parte de la Empresa GENSA y que la dirección exacta de su casa no corresponde a la anunciada por el juzgado de penas. Finaliza reiterando se le conceda el beneficio de la prisión domiciliaria, toda vez que en su morada sí tiene cobertura el dispositivo de vigilancia electrónico, si se tiene en cuenta que una vecina suya tiene el mismo mecanismo de control y goza del beneficio que solicita para sí. 

CONSIDERACIONES 

1. Competencia:

La Sala se encuentra habilitada funcionalmente para desatar la apelación interpuesta en contra de la decisión del juzgado mencionado, de conformidad con el artículo 34 numeral 6 de la ley 906 de 2004, que ha regido el trámite de este proceso.

2. Problema jurídico:

Le corresponde establecer a la Corporación si la negativa de la sustitución de la prisión intramural fue atinada, evento en el cual habrá de confirmarse el pronunciamiento atacado, o en su defecto, se procederá a impartir las órdenes pertinentes.

DEL CASO CONCRETO

Al abordar el estudio de la actuación, se advierte cómo debido a que el juzgado de primer grado no se pronunció de fondo sobre la solicitud relacionada con la sustitución de la prisión intramural por la domiciliaria mediante sistema de vigilancia electrónica a favor del recurrente, para ésta Corporación no es posible entonces decidir sobre la pretensión impetrada, toda vez que no existe base jurídica que muestre un análisis así sea somero sobre si para el caso concreto procedía o no el beneficio deprecado.

La  figura  jurídica  de la  prisión  domiciliaria  continúa  regida  por  el  canon  38
  del  

estatuto  penal, el  cual se  aplica  por  remisión que  al efecto hace el 461 del Código de Procedimiento Penal; dicha disposición –artículo 38- impone para su otorgamiento dos requisitos, a saber: el primero de naturaleza objetiva, referido a que la sentencia se imponga por conducta punible cuya pena mínima prevista en la ley -no la efectivamente infligida-, sea de cinco (5) años de prisión o menos; y el segundo de carácter subjetivo, referente al desempeño personal, laboral, familiar o social del condenado, los cuales le permitan inferir seria, fundada y motivadamente al funcionario judicial, que no colocará en peligro a la comunidad y que no evadirá el cumplimiento de la pena.

En lo que concierne al tema propuesto por el recurrente tenemos que en el canon 50 de la ley 1142 de 2007 se introdujo un nuevo artículo al Código Penal, el cual regula los sistemas de vigilancia electrónica como sustitutivos de la prisión en el siguiente tenor:

	ARTÍCULO 38A. SISTEMAS DE VIGILANCIA ELECTRÓNICA COMO SUSTITUTIVOS DE LA PRISIÓN. El Juez de ejecución de penas y medidas de seguridad podrá ordenar la utilización de sistemas de vigilancia electrónica durante la ejecución de la pena, como sustitutivos de la prisión, siempre que concurran los siguientes presupuestos:

1. Que la pena impuesta en la sentencia no supere los ocho (8) años de prisión, excepto si se trata de delitos de genocidio, contra el Derecho Internacional Humanitario, desaparición forzada, secuestro extorsivo, tortura, desplazamiento forzado, tráfico de migrantes, trata de personas, delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales, extorsión, concierto para delinquir agravado, lavado de activos, terrorismo, financiación del terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades terroristas y delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes.

2. Que la persona no haya sido condenada por delito doloso o preterintencional dentro de los cinco (5) años anteriores.

3. Que el desempeño personal, laboral, familiar o social del condenado permita al Juez deducir seria, fundada y motivadamente que no colocará en peligro a la comunidad y que no evadirá el cumplimiento de la pena.

               4. Que se realice el pago total de la multa.

5. Que sean reparados los daños ocasionados con el delito dentro del término que fije el Juez.

6. Que se garantice mediante caución el cumplimiento de las siguientes obligaciones, las cuales deberán constar en un acta de compromiso:

a) Observar buena conducta;

b) No incurrir en delito o contravención mientras dure la ejecución de la pena;

c) Cumplir con las restricciones a la libertad de locomoción que implique la medida;

d) Comparecer ante quien vigile el cumplimiento de la ejecución de la pena cuando fuere requerido para ello.

El incumplimiento de las obligaciones impuestas en el acta de compromiso dará lugar a la revocatoria de la medida sustitutiva por parte del Juez de ejecución de penas y medidas de seguridad.




Observa ésta Colegiatura que el juzgado ejecutor se pronunció superficialmente sobre lo solicitado por el reo, pues profirió decisión desfavorable sin siquiera haber realizado la visita socio-familiar por parte de un profesional en trabajo social, además, sólo tuvo en cuenta para pronunciarse, la respuesta del Director de la Cárcel -folio 24-, que como bien lo hemos mencionado, consideró no apto el inmueble indicado por el interno en razón a que la dirección que le proporcionó el Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Aseguramiento estaba incompleta.

Da cuenta ésta Corporación que el juzgado de instancia incurrió en el error de escribir de manera incompleta la dirección de la casa donde el señor Martínez Castaño purgaría su pena, en el entendido de consedérsele la sustitución de la prisión intramural solicitada. Es menester mencionar por la Sala que del estudio del encuadernamiento se aprecia que en algunos folios se escribió de forma incompleta la dirección de la casa del condenado por parte de él mismo, tal es el caso, del folio 13 -casa 14 barrio Venus II, localidad Dosquebradas, teléfono 343 46 08-, pero es importante destacar, que en documentos siguientes se encuentra consignada de manera completa dicha dirección. Entonces bien, con un poco más de cuidado y diligencia, el juzgado ejecutor pudo evitar el error, si consideramos que en los folios 15 y 17 del expediente se encuentra la dirección completa y muy seguramente correcta de la residencia donde se llevaría a cabo el beneficio de la prisión domiciliaria -manzana 8 casa 14 barrio Venus II, localidad Dosquebradas, teléfono 343 46 08-.

Tal circunstancia, de haberse verificado, muy probablemente hubiera conllevado al funcionario encargado de la ejecución de la pena, a decidir de fondo sobre el beneficio solicitado por el señor James Mauricio y a efectuar la visita socio-familiar que la ley ordena, pero salta a la vista que el juzgado ejecutor y el Centro de Servicios Administrativos que apoya su labor incurrieron en un error que afectó el fin que persigue el impugnante.

De otro lado, el Tribunal encuentra que el operador jurídico pudo evitar el equívoco que generó la imposibilidad de ubicar el inmueble y valorar si era apto o no para la instalación del mecanismo de vigilancia electrónica. En consecuencia, el juzgado de instancia debió abstenerse de proferir decisión respecto del beneficio deprecado, pues no es ajustado a la ley haber negado el amparo sin siquiera analizar los presupuestos que el Código Penal enseña para ello -artículo 38A- y centrándose únicamente en el informe técnico del director de la cárcel, el cual puso en evidencia la insuficiencia de la dirección suministrada, información que era fácil para el ejecutor de la pena completar y de esta manera proferir en derecho un proveído a favor o en contra de la petición del reo.

Por consiguiente, el análisis del pronunciamiento que negó el empleo de los sistemas de vigilancia electrónica como sustitutivos de la prisión y la confrontación efectuada a los documentos que obran en el encuadernamiento, conducen a la Sala a la conclusión de que la determinación recurrida no se ajusta a derecho y por ende deberá ser revocada. Es necesario advertir que con la presente decisión no se otorga el beneficio deprecado porque como se expuso en precedencia, no es posible para esta Corporación conceder lo peticionado por el señor Martínez Castaño, ya que el juzgado de penas no refirió si los presupuestos consagrados en la regla 38A del estatuto penal colombiano son cumplidos por el recurrente, y es por ello que en el sub judice se presenta ausencia de base jurídica para proferir una decisión de fondo mientras la instancia no efectúa el análisis correspondiente con todo el material probatorio que debe allegar para ese efecto.

DECISIÓN

En virtud de lo anteriormente expuesto, el Tribunal Superior del distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal,

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR el proveído proferido por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad en el que decidió no conceder la sustitución de la prisión intramural por la domiciliaria mediante mecanismo de vigilancia electrónica al condenado. 

SEGUNDO: ABSTENERSE de pronunciarse  sobre el beneficio deprecado por el señor James Mauricio Martínez Castaño y en consecuencia, DEVOLVER las presentes diligencias al juzgado de origen para que se sirva de realizar las actuaciones pertinentes que le permitan proferir un pronunciamiento de fondo sobre el amparo invocado por el interno Martínez Castaño.

Contra el presente proveído no procede recurso alguno.

Cópiese y Cúmplase y Devuélvase

LEONEL ROGELES MORENO 






JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado



                           
                  Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ 



WILSON FREDY LÓPEZ

Magistrado            


                        
       Secretario
�	 ARTÍCULO 38. LA PRISIÓN DOMICILIARIA COMO SUSTITUTIVA DE LA PRISIÓN. La ejecución de la pena privativa de la libertad se cumplirá en el lugar de residencia o morada del sentenciado, o en su defecto en el que el Juez determine, excepto en los casos en que el sentenciado pertenezca al grupo familiar de la víctima, siempre que concurran los siguientes presupuestos: 


	1. Que la sentencia se imponga por conducta punible cuya pena mínima prevista en la ley sea de cinco (5) años de prisión o menos. 


	2. Que el desempeño personal, laboral, familiar o social del sentenciado permita al Juez deducir seria, fundada y motivadamente que no colocará en peligro a la comunidad y que no evadirá el cumplimiento de la pena. 


	3. Que se garantice mediante caución el cumplimiento de las siguientes obligaciones: 


	1) Cuando sea del caso, solicitar al funcionario judicial autorización para cambiar de residencia. 


	2) Observar buena conducta. 


	3) Reparar los daños ocasionados con el delito, salvo cuando se demuestre que está en incapacidad                  material de hacerlo. 


	4) Comparecer personalmente ante la autoridad judicial que vigile el cumplimiento de la pena cuando fuere requerido para ello. 


	5) Permitir la entrada a la residencia a los servidores públicos encargados de realizar la vigilancia del cumplimiento de la reclusión y cumplir las demás condiciones de seguridad impuestas en la sentencia, por el funcionario judicial encargado de la vigilancia de la pena y la reglamentación del INPEC. 


	El control sobre esta medida sustitutiva será ejercido por el juez o tribunal que conozca del asunto o vigile la ejecución de la sentencia, con apoyo del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, organismo que adoptará mecanismos de vigilancia electrónica o de visitas periódicas a la residencia del penado, entre otros, para verificar el cumplimiento de la pena, de lo cual informará al despacho judicial respectivo. Cuando se incumplan las obligaciones contraídas, se evada o incumpla la reclusión, o fundadamente aparezca que continúa desarrollando actividades delictivas, se hará efectiva la pena de prisión. Transcurrido el término privativo de la libertad contemplado en la sentencia, se declarará extinguida la sanción. 
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